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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-001-33-33-007-2017-00504-00 

DEMANDANTE: MARLENE ROJAS PEDRAZA 

DEMANDADA: 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 
DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP 

ASUNTO: AUTO CONCEDE RECURSO APELACIÓN 

 
Por ser procedente el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte 
actora el 5 de octubre de 20221, contra el auto proferido el 2 de agosto de 20222, a 
través del cual se avocó el conocimiento y se declaró probada la excepción de inepta 
demanda, por falta de requisitos formales, propuesta por la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social- UGPP, dando por terminado el proceso; providencia notificada el 3 de agosto 
de 20223; CONCÉDASE en el efecto suspensivo ante el Honorable Tribunal 
Administrativo de Norte de Santander, de conformidad con lo establecido en el 
numeral 2° del artículo 243 de la Ley 1437 del 2011, modificado por el artículo 62 
de la Ley 2080 de 2021, al haberse presentado dentro de la oportunidad prevista en 
el artículo 244 numeral 3 de dicha normativa, modificado por el artículo 64 de la Ley 
2080 de 2021.  
 
En consecuencia, REMÍTASE el expediente digital a la Oficina de Apoyo Judicial 
para que sea repartido entre los Honorables Magistrados del Tribunal Administrativo 
de Norte de Santander, con el fin de que se estudie el recurso de apelación que se 
concede, previas las anotaciones secretariales a que haya lugar. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
  

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 
Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-001-33-33-007-2018-00010-00 

DEMANDANTE: FERNANDO DUEÑAS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
POLICÍA NACIONAL 

VINCULADO: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONALSUBSECRETARÍA GENERAL 

ASUNTO REVOCA MEDIDA CAUTELAR – REPONE 
DECISIÓN – SE ABSTIENE DE SANCIONAR 

 

Se encuentra el expediente al Despacho a efectos de resolver el recurso de 
reposición presentado por el apoderado de la Nación – Ministerio de Defensa 
Nacional – Policía Nacional, contra el proveído del 25 de julio de 2022, a través de 
la cual se resolvió sancionar al General JORGE LUIS VARGAS VALENCIA 
identificado con cédula de ciudadanía número 79.242.018, en su condición de 
Director General de la Policía Nacional, con la imposición de un (1) salario mínimo 
mensual legal vigente, por el desacato de la orden emitida en el auto del 13 de junio 
de 2018.  

I. ANTECEDENTES 

Mediante auto del 13 de junio de 2018, ante la solicitud de medida cautelar 
presentada por la parte demandante, el Juzgado Séptimo Administrativo del 
Circuito de Cúcuta, resolvió:  

«PRIMERO: DECRETAR la suspensión provisional de los efectos del acto 
administrativo demandado contenido en la Resolución N° 04649 de fecha 22 de 
septiembre del año 2017 proferido por el Director General de la Policía Nacional.  

SEGUNDO: Notificar la presente decisión de acuerdo con lo previsto en el artículo 
201 de la Ley 1437 de 2011». 

En auto del 13 de mayo de 2021, el Honorable Tribunal Administrativo de Norte de 
Santander resolvió el recurso de apelación propuesto por el apoderado de la Policía 
Nacional, confirmando la suspensión provisional de los efectos de la Resolución 
04649 del 22 de septiembre de 2017. 

A través de memorial del 4 de abril de la presente anualidad el apoderado de la 
parte actora solicitó la apertura de incidente de desacato en contra de la Policía 
Nacional, por el incumplimiento del auto proferido el 13 de junio de 2018. Como 
fundamento de la solicitud expuso que el señor Fernando Dueñas fue citado a Junta 
Medico Laboral el día 29 de septiembre de 2020, por parte de la Dirección de 
Sanidad de la Policía Nacional, estableciéndose a través de Acta No. 8065 del 29 
de septiembre de 2020, un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 59.59%, 
determinándose que no era apto de reubicación laboral.   

Expuso que el anterior dictamen fue recurrido en apelación, correspondiendo al 
Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, el cual, mediante dictamen 
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del 3 de diciembre de 2021, emitió Acta número M21-248 TML21-2-575 MDNSG-
TML-41.1 registrada en el folio no. 190-371, dictaminándose una pérdida de 
capacidad laboral del 59%, confirmando la recomendación de no reubicación 
laboral.  

Indicó que mediante Resolución 00571 del 9 de marzo de 2022, se retiró del servicio 
activo de la Policía Nacional al señor Fernando Dueñas, con fundamento en que el 
acta emitida por el Tribunal Médico Laboral estableció que no era apto para 
reubicación.  

Alegó que la entidad demandada está incumpliendo con la orden judicial de 
reintegrar al señor Fernando Dueñas, dado que la suspensión provisional de los 
efectos de la Resolución 04649 de 22 de septiembre de 2017, se declaró en razón 
a que el Tribunal Médico Laboral recomendó no reubicar al señor Fernando 
Dueñas, misma situación que acontece con la Resolución 00571 del 9 de marzo de 
2022, que se fundamenta en la recomendación de no reubicar del Tribunal Médico 
Laboral.  

Mediante auto del 21 de abril de 2022, en atención a la solicitud propuesta por el 
apoderado de la parte demandante, el Despacho dispuso, dar apertura al incidente 
de desacato, y ordenó correr traslado por el término de 3 días al Director General 
de la Policía Nacional. 

A través de auto del 25 de julio de 2022, una vez culminado el trámite 
correspondiente, se resolvió sancionar al General JORGE LUIS VARGAS 
VALENCIA identificado con cédula de ciudadanía número 79.242.018, en su 
condición de Director General de la Policía Nacional, con la imposición de un (1) 
salario mínimo mensual legal vigente, por el desacato de la orden emitida en el auto 
del 13 de junio de 2018. Providencia que fue recurrida en reposición con subsidio 
de apelación el 29 de julio de 2022, por el apoderado de la Nación – Ministerio de 
Defensa Nacional – Policía Nacional. 

1.1. De la providencia objeto de recurso  

Mediante proveído del 25 de julio de 20221, este Juzgado resolvió sancionar al 
General JORGE LUIS VARGAS VALENCIA identificado con cédula de ciudadanía 
número 79.242.018, en su condición de Director General de la Policía Nacional, con 
la imposición de un (1) salario mínimo mensual legal vigente, por el desacato de la 
orden emitida en el auto del 13 de junio de 2018. 

Lo anterior, al concluir que si bien la entidad demandada propendió al cumplimiento 
de lo ordenado en el auto en mención, reintegrando al señor Fernando Dueñas, 
mediante la Resolución 05413 del 2 de noviembre de 2018, con posterioridad, al 
proferir la Resolución 00571 del 9 de marzo de 2022, surgieron nuevamente las 
circunstancias que dieron origen a la suspensión de la Resolución 04649 del 22 de 
septiembre de 2017, por cuanto el nuevo retiro del servicio activo por disminución 
de la capacidad sicofísica, se fundamentó en lo señalado en el Acta de Tribunal 
Médico Laboral No M17-466 del 10 de julio de 2017; misma en la que se sustentó 
el retiro del servicio en la Resolución 04649 de 2017.  

 

 

 

                                                           
1 Archivo pdf denominado «09AutoResuelveIncidente» del expediente digital. 



3 
Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña 

Radicado: 54-001-33-33-007-2018-00010-00 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

1.2. Del recurso de reposición interpuesto por la parte demandada 

Mediante memorial del 29 de julio de la presente anualidad2, el apoderado de la 
Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, interpuso recurso de 
reposición en subsidio de apelación. 

Enuncia que, en atención a lo dispuesto en el auto del 13 de junio de 2018, la entidad 
emitió la Resolución 5413 del 02 de noviembre de 2018, reintegrando al señor 
Fernando Dueñas al servicio activo de la Policía Nacional. 
 
Señala que posteriormente ante una nueva valoración de pérdida de capacidad 
laboral por parte de la Junta Médico Laboral de Policía, plasmada en Acta de JML 
número 8065 del 29 de septiembre de 2020, se determinó incapacidad permanente 
parcial – no apto con disminución de la capacitada psicofísica de 59.59%.  
 
Expone que mediante Acta No. M21 TML21-2-575 registrada a folio número 190-
371 de fecha 3 de diciembre de 2021, se modificó el acta de Junta Médico Laboral 
para determinar una «Incapacidad Permanente Parcial – No Acto para la Actividad 
Policial No Reubicación Laboral», con una disminución de la capacitada psicofísica 
de 59.00%; precisando que al estudiarse la situación del demandante al momento 
de practicarse la revisión ante el Tribunal Médico de Revisión Militar y de Policía se 
advirtió del «ITEM CAPACITACIONES: No aporta». 
 
Indica que el demandante goza de una asignación de retiro reconocida por la Caja 
de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, equivalente al 62%, teniendo en cuenta 
en la liquidación las partidas computables de prima del retorno a la experiencia, 
prima de navidad, prima de servicios, prima de vacaciones, subsidio de 
alimentación, aunado a que es acreedor del servicio de salud de la Policía Nacional, 
recibiendo una mesada mensual de $1.620.396.  

Señala que, la imposición de la sanción desconoce la medida cautelar inicial dentro 
del proceso de la referencia, dado que no se ajusta a los requisitos legales de la 
declaratoria de medida cautelar; resalta que la decisión contenida en la Resolución 
número 0571 del 9 de marzo de 2022, no fue desproporcionada ni trasgredió algún 
derecho fundamental del demandante, pues la mismo se emitió atendiendo lo 
dispuesto por las autoridades médicas laborales del Ministerio de Defensa, 
advirtiendo que en razón al inconformismo presentado con la expedición de este 
nuevo acto administrativo de retiro, ya fue presentada solicitud de conciliación 
extrajudicial como requisito de procedibilidad para acudir a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo.  

Manifiesta que, del material probatorio obrante en el plenario se acredita que la 
Policía Nacional dio cabal cumplimiento de la medida cautelar decretada en auto 
del 13 de junio de 2018, confirmada por el Tribunal Administrativa de Norte de 
Santander en auto del 13 de mayo de 2021, dado que el señor Fernando Dueñas 
fue reintegrado, por lo que el nuevo escenario de calificación es totalmente diferente 
a lo ordenado en el auto del 13 de junio de 2018.   

En razón a lo antes expuesto, solicita que se revoque el auto proferido el 25 de julio 
de 2022, dado que no existió ni existe incumplimiento a la orden judicial proferida 
en auto del 13 de junio de 2018, ya que esta se cumplió en la Resolución 05413 del 
2 de noviembre de 2018, situación que resulta ajena a la Resolución 00571 del 9 
de marzo de 2022, la cual obedece a hechos sobrevinientes posteriores al aludido 
auto, más aún a una nueva patología de carácter hipoacusia neurosensorial que 

                                                           
2 Archivo pdf denominado «12RecursoReposicionApelacion» del expediente digital. 
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impide la permanencia del accionante en la entidad y el cabal desempeño de su 
actividad policial.  

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Del recurso de reposición contra el auto que impone sanción 

En primera medida, el artículo 241 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
60 de la Ley 2080 de 2021, establece en cuanto a la procedencia del recurso de 
reposición contra autos de imponen sanciones por el incumplimiento de lo ordenado 
en una medida provisional, lo siguiente: 

«ARTÍCULO 241. SANCIONES. El incumplimiento de una medida cautelar dará lugar 
a la apertura de un incidente de desacato como consecuencia del cual se podrán 
imponer multas sucesivas por cada día de retardo en el cumplimiento hasta por el 
monto de dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes a cargo del renuente, 
sin que sobrepase cincuenta (50) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
 
La sanción será impuesta por la misma autoridad judicial que profirió la orden en 
contra del representante legal o director de la entidad pública, o del particular 
responsable del cumplimiento de la medida cautelar. Esta se impondrá mediante 
trámite incidental y será susceptible del recurso de reposición, el cual se 
decidirá en el término de cinco (5) días. 
(…)». 
 

Atendiendo la procedencia del recurso de reposición, se tiene que el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Código Contencioso Administrativo, señala lo 
siguiente:  

«ARTÍCULO 242. REPOSICIÓN, <Artículo modificado por el artículo 61 de la Ley 
2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> El recurso de reposición procede 
contra todos los autos, salvo norma legal en contrario. En cuanto a su oportunidad y 
trámite, se aplicará lo dispuesto en el Código General del Proceso». 

 

Teniendo en cuenta que la Ley 1437 de 2011 (Codigo de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo) no tiene una disposición que rija 
la oportunidad y tramite del recurso de reposición, se hace necesario traer a colación 
el artículo 306 ibídem,  
 

«ARTÍCULO 306. ASPECTOS NO REGULADOS. En los aspectos no contemplados 

en este Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible 
con la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo».  

 
En este orden, el artículo 318 y 319 del Código General del Proceso regulan la 
procedencia y el trámite de los recursos de reposición presentados:  
  

«Artículo 318. Procedencia y oportunidades. 
 
Salvo norma en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que 
dicte el juez, contra los del magistrado sustanciador no susceptibles de súplica 
y contra los de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para 
que se reformen o revoquen. 
 
El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, 
en forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el auto se 
pronuncie fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro 
de los tres (3) días siguientes al de la notificación del auto. 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#61
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El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que 
contenga puntos no decididos en el anterior, caso en el cual podrán interponerse 
los recursos pertinentes respecto de los puntos nuevos. 
 
Los autos que dicten las salas de decisión no tienen reposición; podrá pedirse 
su aclaración o complementación, dentro del término de su ejecutoria. 
 
Parágrafo. Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un 
recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del 
recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto 
oportunamente. 
 
Artículo 319. Trámite. 
 
El recurso de reposición se decidirá en la audiencia, previo traslado en ella a la 
parte contraria. 
 
Cuando sea procedente formularlo por escrito, se resolverá previo traslado a la 
parte contraria por tres (3) días como lo prevé el artículo 110». 

 

Así las cosas, se advierte que el auto proferido el 25 de julio de 2022, fue notificado 
en estado del 26 de julio de la misma anualidad3, por lo que el término de 3 días 
para la interposición del recurso, fenecía el 29 de julio de 2022, fecha en la cual este 
se interpuso, por lo que al haberse propuesto dentro del término dispuesto, el 
Despacho estudiará el recurso de reposición presentado por el apoderado de la 
Policía Nacional en contra del proveído de fecha 25 de julio del año 2022, señalando 
inicialmente que el objeto del recurso es que se revoque la sanción impuesta al 
General JORGE LUIS VARGAS VALENCIA en su condición de Director General de 
la Policía Nacional, por el desacato de la  medida cautelar emitida en auto del 13 de 
junio de 2018 
 
2.2. Caso concreto 
 
El apoderado de la Policía Nacional, en el recurso interpuesto, afirma que no existió 
ni existe incumplimiento a la orden judicial proferida en auto del 13 de junio de 2018, 
pues se dio cumplimiento total a esta, mediante la Resolución 05413 del 2 de 
noviembre de 2018, que reintegró al accionante al servicio de la institución. Precisa 
que dicha situación es ajena a la Resolución 00571 del 9 de marzo de 2022, a través 
de la cual se retiró nuevamente del servicio al actor, en tanto ese acto administrativo 
obedece a hechos sobrevinientes posteriores al auto del 13 de junio de 2018. Lo 
anterior, debido a una nueva patología de carácter hipoacusia neurosensorial que 
impide su permanencia en la entidad y el cabal desempeño de su actividad policial; 
aunado a que le fue reconocida una asignación de retiro y, en consecuencia, está 
percibiendo una mesada mensual.  
 
En primera medida, se tiene que, mediante auto del 13 de junio de 2018, ante la 
solicitud de medida cautelar presentada por la parte demandante, el Juzgado 
Séptimo Administrativo del Circuito de Cúcuta, resolvió:  

«PRIMERO: DECRETAR la suspensión provisional de los efectos del acto 
administrativo demandado contenido en la Resolución N° 04649 de fecha 22 
de septiembre del año 2017 proferido por el Director General de la Policía 
Nacional.  

                                                           
3 Archivo pdf denominado «10ComunicacionEstado38» del expediente digital.  
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SEGUNDO: Notificar la presente decisión de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 201 de la Ley 1437 de 2011». 

Lo anterior, al considerar que la entidad demandada debió agotar inicialmente la 
reubicación del prenombrado y no disponer de manera inmediata de su retiro. 
Providencia que fue confirmada por el Honorable Tribunal Administrativo de Norte 
de Santander mediante proveído del 13 de mayo de 2021. 

Ahora bien, revisado el expediente se advierte que la entidad demandada expidió la 
Resolución 05413 del 2 de noviembre de 20184, a través de la cual se resolvió 
reintegrar al servicio activo al patrullero Fernando Dueñas.  

Luego, se observa que en atención a la solicitud elevada por el demandante el 25 
de enero de 2021, el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía emitió 
Acta M21-248 TML 21-2-575 MDNSG-TML-41.1 registrada a folio 190-371, en la 
que modificó los resultados de la Junta Médico Laboral No. 8065 del 29 de 
septiembre de 2020, estableciendo un porcentaje de 59.0% como pérdida de 
capacidad laboral con «INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL – NO APTO», al 
determinar que no se recomendaba una reubicación laboral. 

También, se advierte que posteriormente, a través de la Resolución 571 del 9 de 
marzo de 20225, el Director General de la Policía Nacional resolvió retirar al 
demandante del servicio activo de la Policía Nacional, por disminución de la 
capacidad sicofísica.    

En este orden de ideas, el Despacho considera, conforme se indicó en el auto objeto 
del recurso, que la entidad demandada dio cumplimiento a lo ordenado en el auto 
del 13 de junio de 2018, a través de la expedición de la Resolución 05413 del 2 de 
noviembre de 2018, pues el accionante fue reintegrado al servicio activo de la 
Policía Nacional. 

No obstante, se advierte que con ocasión a la expedición de la Resolución 571 del 
9 de marzo de 2022, se produjo un nuevo retiro del servicio, que, dado el aumento 
del porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del actor, condujo al 
reconocimiento de una asignación de retiro por parte de la Caja de Sueldos de Retiro 
de la Policía Nacional, según lo expuso la entidad accionada. 

En tal sentido, el Despacho precisa que si bien en el plenario no obra prueba del 
acto administrativo a través del cual se reconoció y ordenó el pago de dicha 
prestación social, lo cierto es que tal situación se logró acreditar con la constancia 
expedida el 26 de julio de 2022 por el coordinador del Centro Integral de Trámites y 
Servicios de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, y el comprobante 
de pago emitido en esa misma fecha, obrantes a páginas 12 y 13 del archivo pdf 
«12RecursoReposicionApelacion» de la carpeta «Incidente» del expediente digital, 
aportados como anexos por la entidad en el recurso interpuesto, en los que consta 
que el señor Fernando Dueñas percibe una asignación mensual de retiro por valor 
de $1.620.396. 

Así las cosas, para el Despacho, resulta evidente que la situación jurídica actual del 
accionante es diferente a la del momento en la que se profirió la decisión de 
suspender provisionalmente la Resolución 04649 de 2017. Por ende, se estima que 
las razones por las cuales se accedió a la medida cautelar solicitada por la parte 
actora en el auto del 13 de junio de 2018, han sido superadas, toda vez que, pese 

                                                           
4 «Por la cual se da cumplimiento a una medida cautelar ordenada por el Juzgado Séptimo Administrativo del 
Circuito de Cúcuta, y se reintegra al servicio activo a un patrullero de la Policía Nacional» 
5 «Por la cual se retira del servicio activo por disminución de la Capacidad sicofísica a un Patrullero de la Policía 
Nacional». 
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a que es innegable la disminución de la capacidad laboral el señor Fernando 
Dueñas y su estado de debilidad manifiesta, no se advierte en este momento un 
perjuicio irremediable que sostenga los fundamentos por los cuales se accedió a la 
medida de suspensión antes mencionada. Ello, comoquiera que, conforme se probó 
en el expediente, en la actualidad es acreedor de una asignación de retiro, 
reconocida con ocasión al aumento de la pérdida de su capacidad laboral. 

Sobre el punto, se aclara que el medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho bajo análisis por este Juzgado se limita al estudio de legalidad del acto 
administrativo contenido en la Resolución 04649 de 2017 en la que se retiró del 
servicio activo de la Policía Nacional por disminución de la capacidad sicofísica al 
patrullero Fernando Dueñas; máxime haya sido retirado una vez más del servicio 
de la institución, a través de la Resolución 00571 de 9 de marzo de 2022, y se le 
haya reconocido una asignación de retiro. Decisiones frente a las cuales, no se 
puede pronunciar el Despacho, y que, en caso de estar en desacuerdo, el 
interesado debe agotar los recursos procedentes ante la administración para, si a 
bien lo tiene, posteriormente, demandar ante esta jurisdicción. 

Así las cosas, el Despacho revocará la medida cautelar consistente en la 
suspensión provisional de los efectos de la resolución en mención, en los términos 
del artículo 235 del CPACA y, en consecuencia, repondrá el auto proferido el 25 de 
julio de 20226, absteniéndose de sancionar al General Jorge Luis Vargas Valencia 
identificado con cédula de ciudadanía número 79.242.018, en su condición de 
Director General de la Policía Nacional, por el desacato de la orden emitida en el 
auto del 13 de junio de 2018, confirmado por el H. Tribunal Administrativo de Norte 
de Santander el 13 de mayo de 2021.  

Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 

RESUELVE 

PRIMERO: REVOCAR la medida cautelar decretada en auto del 13 de junio de 
2018, confirmada por el Honorable Tribunal Administrativo de Norte de Santander 
el 13 de mayo de 2021, conforme lo expuesto en los considerandos.  

SEGUNDO: REPONER el auto de 25 de julio de 2022, mediante el cual se resolvió 
sancionar al General Jorge Luis Vargas Valencia, en su condición de Director 
General de la Policía Nacional, por el desacato de la orden emitida en el auto del 13 
de junio de 2018, confirmado por el Honorable Tribunal Administrativo de Norte de 
Santander el 13 de mayo de 2021, de acuerdo con los argumentos expuestos en 
este proveído. En consecuencia, 

TERCERO: SE ABSTIENE DE SANCIONAR al General JORGE LUIS VARGAS 
VALENCIA identificado con cédula de ciudadanía número 79.242.018, en su 
condición de DIRECTOR GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL, por las razones 
antes expuestas. 

CUARTO: Una vez en firme, ARCHIVAR el presente trámite previas las anotaciones 
secretariales de rigor. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 
JUEZ 

CHPG  

                                                           
6 Archivo pdf denominado «09AutoResuelveIncidente» del expediente digital. 
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Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022). 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2021-00169-00 

ACCIONANTE: 
MARTHA PATRICIA AVENDAÑO URIBE COMO AGENTE 
OFICIOSO DE SU MENOR HIJO JOHAN ERNEY OSORIO 
AVENDAÑO 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE   

 
 

OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo resuelto por el Tribunal Administrativo de Norte 

de Santander, mediante providencia del nueve (9) de agosto de dos mil veintidós 

(2022), por la cual se CONFIRMÓ el auto proferido por este Juzgado el tres (3) de 

agosto de dos mil veintidós (2022), que sancionó a la doctora JOHANNA CAROLINA 

GUERRERO FRANCO, en su condición de Gerente Zonal de Norte de Santander 

de la Nueva EPS, con UN (1) MES DE SALARIO MÍNIMO MENSUAL LEGAL 

VIGENTE. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00032-00 

DEMANDANTE: JESUS HEMEL PARADA LEÓN Y OTROS 

DEMANDADA: 

ESE HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES DE 
OCAÑA (N/S), INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE 
SALUD-IDS (N/S), MUNICIPIO DE OCAÑA, 
DEFENSORÍA NACIONAL DEL PUEBLO DE 
COLOMBIA, COOPERATIVA DE SERVICIOS 
PREEXEQUIALES “LA ETERNIDAD S.A.S”, 
COMFAORIENTE E.P.S-S. 

ASUNTO: ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de reparación directa presenta el señor JESÚS HEMEL PARADA 
LEÓN, actuando en nombre propio y representación de sus hijas menores: KELLY 
JOHANNA PARADA RODRÍGUEZ y LUISA FERNANDA PARADA RODRÍGUEZ; 
y los señores GRACIELA RODRÍGUEZ, JUAN JOSÉ PARADA RODRÍGUEZ y 
JESÚS ADRIÁN PARADA RODRÍGUEZ, actuando en nombre propio, todos a 
través de apoderado judicial, en contra de la ESE HOSPITAL EMIRO QUINTERO 
CAÑIZARES DE OCAÑA (N/S), INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD-IDS 
(N/S), MUNICIPIO DE OCAÑA, DEFENSORÍA NACIONAL DEL PUEBLO DE 
COLOMBIA, COOPERATIVA DE SERVICIOS PREEXEQUIALES “LA 
ETERNIDAD S.A.S” y COMFAORIENTE E.P.S-S. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 14 de febrero de 2022, se radicó la demanda vía correo electrónico en la oficina 
de apoyo judicial de Ocaña; al día siguiente se asignó a este juzgado1.  
 
Ahora bien, procede el Despacho a realizar el estudio sobre la admisión de la 
demanda.   
 

II. CONSIDERACIONES 
 
Se tiene que el señor JESÚS HEMEL PARADA LEÓN, actuando en nombre propio 
y representación de sus hijas menores: KELLY JOHANNA PARADA RODRÍGUEZ 
y LUISA FERNANDA PARADA RODRÍGUEZ; y los señores GRACIELA 
RODRÍGUEZ, JUAN JOSÉ PARADA RODRÍGUEZ Y JESÚS ADRIÁN PARADA 
RODRÍGUEZ, en nombre propio a través de apoderado, presentan demanda en 
ejercicio del medio de control de reparación directa previsto en el artículo 140 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -
CPACA, en contra de la ESE HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES DE 
OCAÑA (N/S), INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD-IDS (N/S), MUNICIPIO 
DE OCAÑA, DEFENSORÍA NACIONAL DEL PUEBLO DE COLOMBIA, 
COOPERATIVA DE SERVICIOS PREEXEQUIALES “LA ETERNIDAD S.A.S” y 
COMFAORIENTE E.P.S-S, con el propósito de que se declaren administrativa y 
extracontractualmente responsables a la entidades de los perjuicios causados a 
ellos, con ocasión de la presunta falla en la prestación del servicio ante un caso 
positivo de COVID-19, y la desaparición del cadáver de la señorita que en vida 
respondía al nombre de Anyi Paola Parada Riobo. 
 
 

                                                           
1 Archivo PDF «03ActaReparto» en el expediente digital. 
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PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta Jurisdicción es competente para conocer acerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de indemnización que se pretende es de carácter patrimonial enmarcada 
dentro de la fuente de obligaciones extracontractual, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual contempla: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
1. Los relativos a la responsabilidad extracontractual de cualquier entidad 
pública, cualquiera que sea el régimen aplicable».  (Negrilla fuera del texto) 

 

Competencia por el factor territorial 
 

El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021, 
determina: 

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron 
los hechos, las omisiones o las operaciones administrativas, o por el domicilio o sede 
principal de la entidad demandada a elección del demandante (…)». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene que los hechos de la demanda, es decir, en este caso, las 
omisiones en la atención médica2 ofrecida a ANYI PAOLA PARADA RIOBO, y su 
posterior deceso acaeció en el municipio de Ocaña3 (Norte de Santander), razón 
por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la 
referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 
del 28 de octubre de 20204. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de 
los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 

                                                           
2 Archivo PDF «07PruebasAnexos» pág. 68-130 del expediente digital. 
3 Archivo PDF «07PruebasAnexos» pág. 263 del expediente digital. 
4 ARTÍCULO 1. Creación de circuito judiciales administrativos. Crear los siguientes circuitos judiciales administrativos.  
a. Circuito Judicial Administrativo de Ocaña cuya cabecera es el municipio del mismo nombre, con comprensión territorial en 
los municipios de: • Ábrego • Convención • El Carmen • El Tarra • Hacarí • La Playa • Ocaña • San Calixto • Teorama. 
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accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
(…)» (Desatacado fuera del texto) 

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece: 

 
«Artículo 155.Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión 
de los agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de mil (1.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.» 
 

En el caso de marras teniendo en cuenta que las pretensiones se refieren a 
perjuicios morales, resulta aplicable para efectos de determinar la competencia la 
regla contenida en la norma precedente (artículo 157) consistente en: «Para efectos 

de competencia, cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor (...) el valor de 
la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por 
el actor en la demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen» 

 
En el caso que nos ocupa, la parte actora pretende por perjuicios inmateriales estos 
son, morales y vida en relación, una suma de dinero equivalente a 100 SMMLV, 
valor que no excede del límite de 1000 SMLMV que prevé el precitado artículo 155 
del CPACA, por lo que es claro que la competencia por la cuantía corresponde a 
este Despacho, en primera instancia. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 
Es así como el literal i) numeral 2° de artículo 164 del CPACA establece el plazo 
oportuno para presentar la demanda:  
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
 

          2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
    (…) 

i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro 
del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia 
de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió 
tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la 
imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia» (Destacado por el 
despacho)  

 
De acuerdo con los criterios señalados, se pasa a hacer el conteo del término de 
caducidad para este asunto.  
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Se tomará en cuenta el día siguiente a la fecha en que la señorita ANYI PAOLA 
PARADA RIOBO, fallece presuntamente por Covid-19, hechos ocurrido el 16 de 
abril de 2020, por tal motivo el conteo de la caducidad comenzaría el 17 de abril de 
2020 al 17 de abril de 2022; sin embargo, los términos estuvieron suspendidos 
entre el 16 de marzo de 2020 al 30 de junio del mismo año debido a la emergencia 
sanitaria que atravesó el mundo, debido a la propagación del Covid-19. 
 
Dado que el hecho presuntamente dañoso acaeció durante el periodo de 
suspensión de los términos, la caducidad comenzaría a contarse desde el 1 de julio 
de 2020 hasta el 1 de julio de 2022.  
 
Seguidamente, el término se volvió a suspender con la radicación de la solicitud de 
conciliación ante la Procuraduría General de la Nación, la cual fue presentada el 22 
de septiembre de 2021; y la audiencia de conciliación se celebró el 11 de febrero de 
2022, y la constancia que la declaró fallida se expidió el mismo día5; como quiera 
que la demanda fue radicada el 14 de febrero de 20226, se entiende que se realizó 
dentro de la oportunidad legal, por lo que se cumple con el presupuesto de la 
oportunidad del medio de control.  
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
Entendida la legitimación en la causa como la calidad que tiene una persona para 
formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de la 
relación jurídica sustancial, se tiene acreditada pues quienes fungen como parte 
demandante son los familiares de la víctima, quienes alegan que se le causaron los 
daños antijurídicos7, que los legitima en la causa por activa para proponer el 
presente medio de control.  
 
Frente a la legitimación en la causa por pasiva, las entidades demandadas son las 
señaladas por los demandantes como responsables de los presuntos perjuicios que 
se les han ocasionado, por ende, se encuentran legitimadas en la causa para 
concurrir a este proceso. 
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 
 

Estudiado el contenido del expediente se observa que la parte demandante confirió 
poder para que los representara en este proceso y radicara la demanda al abogado 
LUIS EDUARDO CARRASCAL QUINTERO8, quien cuenta con derecho de 
postulación por su condición de abogado titulado e inscrito ante el Registro Nacional 
de Abogados con tarjeta profesional vigente y sin sanciones9 o limitaciones para el 
ejercicio de la carrera. 
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 
2021, el cual se encuentra visible en el expediente10. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 

                                                           
5 Archivo PDF «07PruebasAnexos» pág. 26 del expediente digital. 
6 Archivo PDF «03ActaReparto» del expediente digital.  
7 Archivo PDF «07PruebasAnexos» pág. 27-34 del expediente digital. 
8 Archivo PDF «07PruebasAnexos» pág. 1-18 del expediente digital. 
9 https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/  
10 Archivo PDF «07PruebasAnexos» pág. 20-26 del expediente digital. 

https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora acreditó haber realizado dicho trámite11, enviándole 
copia de la demanda con sus anexos, al buzón de notificaciones judiciales de las 
aquí demandadas. 
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, 
modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás 
establecidos en la ley, tal como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, 
razón por la cual se admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: ADMITIR la demanda presentada por el señor JESÚS HEMEL 
PARADA LEÓN, actuando en nombre propio y representación de sus hijas 
menores: KELLY JOHANNA PARADA RODRÍGUEZ y LUISA FERNANDA 
PARADA RODRÍGUEZ; y los señores GRACIELA RODRÍGUEZ, JUAN JOSÉ 
PARADA RODRÍGUEZ Y JESÚS ADRIÁN PARADA RODRÍGUEZ, a través de 
apoderado en contra de la ESE HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES DE 
OCAÑA (N/S), INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD-IDS (N/S), MUNICIPIO 
DE OCAÑA, DEFENSORÍA NACIONAL DEL PUEBLO DE COLOMBIA, 
COOPERATIVA DE SERVICIOS PREEXEQUIALES “LA ETERNIDAD S.A.S” y 
COMFAORIENTE E.P.S-S, por las razones aquí expuestas.  
 
SEGUNDO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la ESE HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES DE 
OCAÑA (N/S), el INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD-IDS (N/S), 
MUNICIPIO DE OCAÑA, la DEFENSORÍA NACIONAL DEL PUEBLO DE 
COLOMBIA, la COOPERATIVA DE SERVICIOS PREEXEQUIALES “LA 
ETERNIDAD S.A.S.” y COMFAORIENTE E.P.S-S, y/o a quien se haya delegado 
para recibir notificaciones, en los términos del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 202112. 
 
TERCERO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida, con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico para notificaciones judiciales. 
 

                                                           
11 Archivo PDF «02ConstanciaEnvioDemanda» del expediente digital. 
12 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -Ley 1437 
de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción». 
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CUARTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, al representante legal de la Agencia Nacional para la Defensa 
Jurídica del Estado y a las demandadas en este proceso por un plazo de treinta (30) 
días, el cual comenzará a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos 
(2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría 
de este Despacho, de conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del 
referido término, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar 
pruebas, llamar en garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 
CPACA). 
 
QUINTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SEXTO: ADVERTIR a la parte demandada para que, de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, alleguen con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretendan hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 
presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
SÉPTIMO: RECONOCER personería al abogado LUIS EDUARDO CARRASCAL 
QUINTERO, identificado con cédula de ciudadanía número 88.144.476, con tarjeta 
profesional 277.679 del C.S. de la J., para actuar como apoderado de la parte 
demandante, en los términos y para los efectos de los poderes conferidos. 
 
OCTAVO: A efectos de notificación, téngase en cuenta como canales digitales de 
notificación de las partes:  
 
De la parte demandante, los siguientes correos electrónicos:  
luisecq36@yahoo.es; carrascalysantiagoabogadossas@gmail.com y 
adrianparada2020@gmail.com  
 
De las entidades accionadas, los siguientes correos electrónicos:  
gerencia@heqc.gov.co,gerencia@comfaorienteeps.net,jjgb74@hotmail.com,ppjlui
s29@hotmail.com,notificacionjudicial@ocana-nortedesantander.gov.co, 
juridica@defensoria.gov.co,notificacionesjudiciales@ids.gov.co, 
personeriamunicipal@ocana-nortedesantander.gov.co 
epsocana@comfaorienteepss.net  
  
NOVENO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co y por ningún motivo se alleguen en 
forma física. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 
JUEZ 

 
VARJ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00077-00 

DEMANDANTES: JHON CARLOS TORRES RINCÓN Y OTROS  

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL– 
POLICÍA NACIONAL 

ASUNTO: ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de Reparación Directa presentan los señores Jhon Carlos Torres Rincón, 
Luis Alberto Caro Arias en nombre propio y en representación de la menor Rosa 
Leonor Blanco Arias, Zulena Del Carmen Rincón Trigos en nombre propio y en 
representación de sus menores hijas Yeris Juliana Caro Rincón y Sandy Camila  
Caro Rincón, y Henry Jesús Torres Rincón, en contra de la Nación- Ministerio de 
Defensa Nacional – Policía Nacional. 
 

l. ANTECEDENTES 
 

La parte actora instaura demanda en ejercicio del medio de control de reparación 
directa conforme al artículo 140 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo -CPACA- contra Nación- Ministerio de Defensa Nacional 
- Policía Nacional, con el propósito de que se la responsabilidad civil extracontractual 
de la entidad demandada, por el daño antijuridico padecido por los demandantes, 
con ocasión al secuestro del cual fue víctima el señor Jhon Carlos Torres Rincón, 
por parte de integrantes del Ejercito Liberación Nacional-ELN.  
 
Como consecuencia de la declaratoria de responsabilidad, solicita que se ordene a 
la entidad demandada, el reconocimiento y pago de los perjuicios materiales en la 
modalidad de lucro cesante, perjuicios morales, la indexación de las sumas 
resultantes y el reconocimiento de agencias de derecho.  
 

II. CONSIDERACIONES 
 
Habiéndose realizado una síntesis del asunto que atañe al presente proceso, se 
procederá a estudiar los presupuestos procesales de admisión de la demanda que 
en ejercicio del medio de reparación directa presenta, los señores Jhon Carlos 
Torres Rincón, Luis Alberto Caro Arias en nombre propio y en representación de la 
menor Rosa Leonor Blanco Arias, Zulena Del Carmen Rincón Trigos en nombre 
propio y en representación de sus menores hijas Yeris Juliana Caro Rincón y Sandy 
Camila  Caro Rincón, y Henry Jesús Torres Rincón, en contra de la Nación- 
Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional.  
 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta Jurisdicción es competente para conocer acerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de indemnización que se pretende es de carácter patrimonial enmarcada 
dentro de la fuente de obligaciones extracontractual, según lo preceptuado en el 
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numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual contempla: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
1. Los relativos a la responsabilidad extracontractual de cualquier entidad 

pública, cualquiera que sea el régimen aplicable».  (Negrilla fuera del texto) 

 
Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, prevé: 
 

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron 
los hechos, las omisiones o las operaciones administrativas, o por el domicilio o sede 
principal de la entidad demandada a elección del demandante». 

 
Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene que los hechos de la demanda acaecieron en el Municipio 
de Teorama Norte de Santander, razón por la cual le compete a este Despacho el 
conocimiento del medio de control de la referencia, por virtud, además, del artículo 
1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 20201.  
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Para efectos de la competencia, cuando sea del caso, la cuantía se 
determinará por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la 
estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que en ella pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios inmateriales, salvo que estos últimos sean 
los únicos que se reclamen. 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento. 
En asuntos de carácter tributario, la cuantía se establecerá por el valor de la suma 
discutida por concepto de impuestos, tasas, contribuciones y sanciones. 

                                                
1 ARTÍCULO 1. Creación de circuito judiciales administrativos. Crear los siguientes circuitos judiciales 
administrativos.  
a. Circuito Judicial Administrativo de Ocaña cuya cabecera es el municipio del mismo nombre, con comprensión 
territorial en los municipios de: • Ábrego • Convención • El Carmen • El Tarra • Hacarí • La Playa • Ocaña • San 
Calixto • Teorama. 
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PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda. (Subrayado fuera del texto) 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 6° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece: 

 
«Artículo 155. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
(…) 6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u 
omisión de los agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de mil (1.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes». 

 
En el caso de marras teniendo en cuenta que se invocan varias pretensiones con 
valores determinados, se configura la institución procesal de acumulación de 
pretensiones, en consecuencia, resulta aplicable para efectos de determinar la 
competencia la regla contenida en la norma precedente artículo 157 consistente en: 
«(…) cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la cuantía se determinará 
por el valor de la pretensión mayor (…)» 

 
En el caso que nos ocupa, la parte actora estimó la pretensión mayor en la suma de 
$ 5.476.046, correspondiente al valor de los perjuicios morales en la modalidad de 
lucro cesante, valor que no excede el límite de 1000 SMLMV que prevé el precitado 
artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 de 2021, por 
lo que es claro que la competencia por la cuantía corresponde a este Despacho, en 
primera instancia. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 
Es así como el literal i) numeral 2° de artículo 164 del CPACA establece el plazo 
oportuno para presentar la demanda:  
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 

          2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
    (…) 

i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro 
del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de 
la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener 
conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la 
imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia».  

 
De acuerdo con los criterios señalados, se pasa a hacer el conteo del término de 
caducidad para este asunto. Debe indicarse que según se advierte del escrito de 
demanda, que el señor Jhon Carlos Torres Rincón fue liberado el 14 de junio de 
2020, sin embargo, los términos estuvieron suspendidos entre el 16 de marzo de 
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2020 al 30 de junio del mismo año debido a la emergencia sanitaria que atraviesa 
el mundo, debido a la propagación de la Covid -19, siendo reanudados el 1 de julio 
de esa anualidad2, por lo que el término de caducidad debe tomarse desde el 1 de 
julio de 2020 al 1 de julio de 2022. 
 
Ahora, se advierte que la solicitud de conciliación prejudicial se presentó el 23 de 
septiembre de 2021, fecha para la cual solo habían transcurrido 1 año, 2 meses y 
20 días, emitiéndose la respectiva constancia el 11 de febrero de 20223, y 
presentándose la demanda el 23 de marzo de 2022, habiendo trascurrido para la 
fecha de radicación de la demanda 1 año, 4 meses y 3 días, entendiéndose de este 
modo que se realizó dentro de la oportunidad legal, por lo que se cumple con el 
presupuesto de la oportunidad de la pretensión. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
Entendida la legitimación en la causa como la calidad que tiene una persona para 
formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de la 
relación jurídica sustancial, se tiene acreditada pues quienes fungen como 
demandantes alegaron que se les causó un daño antijurídico ocasionado en razón 
al secuestro del joven Jhon Carlos Torres Rincón, evento que los legitima en la 
causa por activa para proponer el presente medio de control. 
 
Frente a la legitimación en la causa por pasiva, la entidad demandada es a la que 
el extremo activo ha imputado la responsabilidad por los presuntos daños que se le 
han ocasionado, por ende, se encuentran legitimadas en la causa para concurrir a 
este proceso. 
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 
 

Estudiado el contenido del expediente se observa que los aquí demandantes, 
confirieron poder para que los representara en este proceso y radicara la demanda 
al abogado Jairo Mauricio Sánchez Osorio4, quien cuenta con derecho de 
postulación por su condición de abogado titulado e inscrito ante el Registro Nacional 
de Abogados, con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al 
ejercicio de la carrera5. 
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 

                                                
2 Consejo Superior de la Judicatura, Acuerdo PCSJA20-1158 del 27 de junio de 2020.  «Artículo 1. 
Levantamiento de la suspensión de términos judiciales. El levantamiento de términos judiciales y administrativos 
previsto a partir del 1º de julio de 2020 se sujeta a lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020 y en el 
presente Acuerdo». 
3 Págs. 81 a 83 del archivo pdf denominado «01DemandayAnexos» del expediente digital. 
4 Págs. 22 a 25 del archivo PDF número «01DemandayAnexos» del expediente digital.  
5 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/  

https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/
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2021, el cual se encuentra visible en el expediente6. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora acreditó haber realizado dicho trámite, enviándole copia 
de la demanda con sus anexos, al buzón de notificaciones judiciales de la aquí 
demandada. 
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro para el Despacho que la demanda cumple con los requisitos 
formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado por el 
artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás establecidos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: ADMITIR la demanda presentada por los señores JHON CARLOS 
TORRES RINCÓN, LUIS ALBERTO CARO ARIAS en nombre propio y en 
representación de la menor ROSA LEONOR BLANCO ARIAS; ZULENA DEL 
CARMEN RINCÓN TRIGOS en nombre propio y en representación de sus menores 
hijas YERIS JULIANA CARO RINCÓN y SANDY CAMILA CARO RINCÓN; y 
HENRY JESÚS TORRES RINCÓN, contra la NACIÓN- MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL- POLICÍA NACIONAL, por las razones aquí expuestas. 
 
SEGUNDO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal y/o a quien haga sus veces de la Nación- Ministerio de 
Defensa Nacional - Policía Nacional, en los términos del artículo 197 a 201 de la 
Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 20217. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida, con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
TERCERO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley. 
 

                                                
6 Págs. 81 a 83 del archivo pdf denominado «01DemandayAnexos» del expediente digital. 
7 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción». 
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CUARTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público y a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
QUINTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SEXTO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 
presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
SÉPTIMO: RECONOCER personería al abogado Jairo Mauricio Sánchez Osorio, 
identificado con cédula de ciudadanía número 18.903.933 expedida en Rio de Oro 
y T.P. 182.376 del C.S. de la J., para actuar como apoderado de la parte 
demandante en los términos y para los efectos del poder que le ha sido conferido. 
 
OCTAVO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, los siguientes apartados electrónicos: 
mauricioabog@hotmail.com y zulenarincon3@gmail.com  
 
NOVENO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite mientras dure la emergencia sanitaria declarada por el Gobierno 
Nacional, generada por el COVID -19, se deberá allegar únicamente al correo 
electrónico j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co y por ningún motivo se 
allegue en forma física. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

 
CHPG 

Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00135-00 

DEMANDANTE: MISAEL CHAVES FLORES 

DEMANDADO: 
CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES -
CREMIL 

ASUNTO: AVOCA - ADMITE DEMANDA 
 
 

Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta el señor 
MISAEL CHAVES FLORES, a través de apoderada, contra la CAJA DE RETIRO 
DE LAS FUERZAS MILITARES- CREMIL.  
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 23 de noviembre de 2020, el señor Misael Chaves Flores, a través de apoderada, 
presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en contra de la Caja 
de Retiro de las Fuerzas Militares- CREMIL, con el objeto de que se declare la 
nulidad del acto administrativo contenido en la Resolución número 5999 del 31 de 
julio de 2017, el cual reconoció una asignación de retiro al demandante1.  
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto del 26 de noviembre de 2020, correspondió al Juzgado 
Sexto Administrativo del Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 25 de abril de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de la 
referencia a este Despacho, señalando que le correspondía su conocimiento, toda 
vez que se suscribe a uno de los municipios objeto de la competencia del circuito 
administrativo de Ocaña. 
 
El expediente fue recibido por este Juzgado el 26 de mayo de 20224. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta Jurisdicción es competente para conocer acerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 4° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 

                                                
1 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «02ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «16AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «18ActaReparto» del expediente digital. 
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Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos:  
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado 
por una persona de derecho público. (…)». 

 
Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA determina: 
 

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 
determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido de libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta demanda, se tiene como último lugar de prestación de servicios del 
señor Misael Chaves Flores el Batallón de Combate Terrestre número 128 SS. 
Alexander Aguirre, ubicado en el municipio de Convención, N. de S.5, razón por la cual 
le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la referencia, por 
virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre 
de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, reglamenta lo concerniente a la competencia 
por el factor cuantía. Al respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Para efectos de competencia, cuando sea del caso, la cuantía se 
determinará por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la 
estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que en ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que estos últimos sean los 
únicos que se reclamen. En asuntos de carácter tributario, la cuantía se establecerá por 
el valor de la suma discutida por concepto de impuestos, tasas, contribuciones y 
sanciones. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho no podrá prescindirse de la 
estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al restablecimiento. 
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, sin 
tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, 
que se causen con posterioridad a la presentación de aquella. 
 
Cuando se reclame el pago de prestaciones periódicas de término indefinido, como 
pensiones, la cuantía se determinará por el valor de lo que se pretenda por tal concepto 

                                                
5 archivo PDF número «14AlleganPoderCremill» del expediente digital. 
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desde cuando se causaron y hasta la presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) 
años». 

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, disposición que establece: 

 
«Artículo 155. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan 
de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de 
cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de cincuenta (50) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes». 

 
Al respecto se observa, que la apoderada de la parte demandante estima la cuantía 
de la presente acción en $17.324.413, suma que corresponde al pago de la mesada 
pensional de los últimos tres años. En ese orden de ideas, se observa que tal valor no 
excede el límite de los 50 SMLMV que contempla la norma, por lo que es claro que la 
competencia por la cuantía corresponde a este Despacho. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que sea 
definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar en 
todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones permanezcan en 
el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 
Es así como el literal c) numeral 1° de artículo 164 del CPACA establece el plazo 
oportuno para presentar la demanda:  
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando (…) 
c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a la recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; (...)». 

 
En este orden de ideas, teniendo en cuenta que el presente medio de control tiene 
como objeto la declaratoria de la nulidad del acto administrativo contenido en la 
Resolución número 5999 del 31 de julio de 2017, el cual reconoció una asignación 
de retiro al demandante, por tratarse esta de una prestación periódica, la demanda 
puede presentarse en cualquier tiempo, como lo indica la norma en cita, razón por 
la cual no opera el fenómeno de la caducidad.  
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial.  Específicamente, el legitimado para solicitar que se 
le restablezca su derecho ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica. 
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En el asunto bajo estudio, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto administrativo contenido en la Resolución número 5999 del 
31 de julio de 2017, reconoció una asignación de retiro al demandante. Frente a la 
legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente acreditada, toda vez 
que el extremo demandado es quien profirió el acto administrativo acusado.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso. 
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 
 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió poder 
para que la representara en este proceso y radicara la demanda a la abogada Heidi 
Alcendra Vilardy, identificada con la cédula de ciudadanía número 1.066.094.664 de 
Pailitas, César y T.P. 267. 228 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de 
postulación por su condición de abogado titulado e inscrito ante el Registro Nacional 
de Abogados, con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al 
ejercicio de la carrera a la fecha6.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que contra el acto administrativo acusado procedía el recurso de 
reposición, el cual no fue interpuesto; no obstante, se destaca que este es 
facultativo. Por ende, de acuerdo con el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se 
entiende concluido el procedimiento administrativo.  
 

Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se tiene que el agotamiento del requisito de procedibilidad 
es facultativo en asuntos laborales y pensionales, como lo indica el artículo 161 de 
la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 2021, por lo 
que no resulta exigible en el caso sub examine.  
 
Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al presentarla, 
simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos 
a los demandados. Sobre este requisito, se encuentra que efectivamente se cumplió 
con dicha carga.  
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás establecidos en la ley, 

                                                
6 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
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tal como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme la parte motiva de la presente providencia.  
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por el señor MISAEL CHAVES 
FLORES, a través de apoderada, contra la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES- CREMIL, por las razones aquí expuestas. 
 

TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES-
CREMIL, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en los términos 
del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 20217. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida, con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley. 
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a la 
demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará a 
correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes al 
del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que, de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 

                                                
7 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción». 
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presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada Heidi Alcendra Vilardy, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 1.066.094.664 de Pailitas, César y 
T.P. 267. 228 del C.S. de la J., para actuar como apoderado de la parte demandante, 
en los términos y para los efectos del poder conferido. 
 
NOVENO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, los siguientes apartados electrónicos: 
heidialcendravilardi@gmail.com.  
 
DÉCIMO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ                                       

                                               ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00145-00 

DEMANDANTE: ANA MARIA PARADA BLANCO 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
ANA MARIA PARADA BLANCO a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER.  
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 9 de mayo de 2022, la señora Ana María Parada Blanco, a través de apoderado, 
presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en contra de la 
Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de Santander, con el 
propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto configurado el 22 de 
octubre de 2021 frente a la petición radicada el 22 de julio de 2021, mediante el cual 
la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por 
la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el año 2020, según lo 
establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de la indemnización por 
el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Primero Administrativo del 
Circuito de Cúcuta1.  
 
Mediante auto del 17 de mayo de 20222, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que le correspondía su conocimiento, toda 
vez que se suscribe a uno de los municipios objeto de la competencia del circuito 
administrativo de Ocaña. 
 
El 9 de junio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado3. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «02ActasReparto» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «04AutoRemiteCompetencia» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «07ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado 
por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho lugar». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, el plantel ES RUR KM 90 parte baja, ubicado en el municipio de El 
Tarra, (N.S.)4, razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del 
medio de control de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del 
Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su 
conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de 
los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 

                                                
4 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital. 
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inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera instancia. 
Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía de la presente acción en $34.416.868, suma que corresponde al pago de 
sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener en 
cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por razón 
de la cuantía corresponde a este Despacho. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto la 
declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
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caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que se le 
restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través 
del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél que 
se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 
1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que la petición que originó el silencio administrativo fue dirigida 
a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió poder 
para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su condición 
de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, con tarjeta 
profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la carrera5.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, según lo señalado en 
el artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente6. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 

                                                
5 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
6 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital, folios 317 a 327. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, se encuentra que 
efectivamente se cumplió con dicha carga.  
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, 
modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos 
en la ley, tal como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la 
cual se admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora ANA MARIA PARADA 
BLANCO, a través de apoderada, contra la NACIÓN- MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER,  
por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y del Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 20217. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
las demandadas en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual 

                                                
7 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción». 
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comenzará a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles 
siguientes al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este 
Despacho, de conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido 
término, deberá contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse 
pruebas, llamar en garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 
CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 
presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
NOVENO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 

 

 

Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00147-00 

DEMANDANTE: ERNESTO ANGARITA REYES 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta el señor 
ERNESTO ANGARITA REYES, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER.  
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 4 de marzo de 2022, el señor Ernesto Angrita Reyes, a través de apoderada, 
presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en contra de la 
Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de Santander, con el 
propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto configurado el 13 de 
octubre de 2021 frente a la petición radicada el 13 de julio de 2021, mediante el cual 
la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por 
la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el año 2020, según lo 
establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de la indemnización por 
el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Primero Administrativo del 
Circuito de Cúcuta1.  
 
Mediante auto del 2 de junio de 20222, el referido Juzgado remitió el proceso de la 
referencia a este Despacho, señalando que le correspondía su conocimiento, toda 
vez que se suscribe a uno de los municipios objeto de la competencia del circuito 
administrativo de Ocaña. 
 
El 10 de junio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado3. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 328. 
2 Archivo PDF número «07AutoRemiteCompetencia» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «07ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado 
por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho lugar». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, el colegio José Eusebio Caro, ubicado en el municipio de Ocaña, 
(N.S.)4, razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de 
control de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo 
PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de 
los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
4 Archivo PDF número «06RespuestaOd055» del expediente digital. Folio 3. 
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda». 

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera instancia. 
Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía de la presente acción en $874.408, suma que corresponde al pago de 
sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener en 
cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por razón 
de la cuantía corresponde a este Despacho. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto la 
declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
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Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que se le 
restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través 
del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél que 
se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó al actor el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 
1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que la petición que originó el silencio administrativo fue dirigida 
a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió poder 
para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su condición 
de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, con tarjeta 
profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la carrera5.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 
2021, el cual se encuentra visible en el expediente6. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 
 

                                                
5 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
6 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital, folios 318 a 324. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, se encuentra que 
efectivamente se cumplió con dicha carga.  
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, 
modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos 
en la ley, tal como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la 
cual se admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por el señor ERNESTO ANGARITA 
REYES, a través de apoderada, contra la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER, por las 
razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y del Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 20217. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
las demandadas en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual 

                                                
7 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción». 
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comenzará a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles 
siguientes al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este 
Despacho, de conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido 
término, deberá contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse 
pruebas, llamar en garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 
CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 
presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
NOVENO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 

 

 

Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00148-00 

DEMANDANTE: JUDITH NAVARRO MARTINEZ 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
JUDITH NAVARRO MARTINEZ, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER.  
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 30 de marzo de 2022,  la señora Judith Navarro Martínez, a través de apoderada, 
presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en contra de la 
Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de Santander, con el 
propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto configurado el 26 
de octubre de 2021 frente a la petición radicada el 26 de julio de 2021, mediante el 
cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el año 2020, según 
lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de la indemnización 
por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Primero Administrativo del 
Circuito de Cúcuta1.  
 
Mediante auto del 2 de junio de 20222, el referido Juzgado remitió el proceso de la 
referencia a este Despacho, señalando que le correspondía su conocimiento, toda 
vez que se suscribe a uno de los municipios objeto de la competencia del circuito 
administrativo de Ocaña. 
 
El 14 de junio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado3. 
 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «01ActasReparto» del expediente digital. Folio 3. 
2 Archivo PDF número «09AutoRemiteCompetencia» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «12ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado 
por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, el centro educativo Rural Buenavista, ubicado en el municipio de 
Ocaña, (N.S.)4, razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del 
medio de control de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del 
Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su 
conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 

                                                
4 Archivo PDF número «08RespuestaOd055» del expediente digital. Folio 3. 
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inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda». 

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía de la presente acción en $69.039.150, suma que corresponde al pago de 
sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener en 
cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
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caducidad. 
 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 
1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que la petición que originó el silencio administrativo fue dirigida 
a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera5.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente6. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 

                                                
5 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
6 Archivo PDF número «03DemandaAnexos» del expediente digital, folios 316 a 323. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, se encuentra que 
efectivamente se cumplió con dicha carga.  
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, 
modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos 
en la ley, tal como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por 
la cual se admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora JUDITH NAVARRO 
MARTINEZ, a través de apoderada, contra la NACIÓN- MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER, 
por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y del Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 20217. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
las demandadas en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual 
comenzará a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles 

                                                
7 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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siguientes al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este 
Despacho, de conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido 
término, deberá contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse 
pruebas, llamar en garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 
CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
NOVENO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 

 

 

Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00167-00 

DEMANDANTE: LIBIA OSORIO MENDOZA 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER  

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
LIBIA OSORIO MENDOZA, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER.  
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 13 de mayo de 2022,  la señora Libia Osorio Mendoza, a través de apoderada, 
presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en contra de la 
Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de Santander, con el 
propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto configurado el 16 de 
octubre de 2021 frente a la petición radicada el 16 de julio de 2021, mediante el cual 
la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por 
la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el año 2020, según lo 
establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de la indemnización por 
el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado primero Administrativo del 
Circuito de Cúcuta1.  
 
Mediante auto del 31 de mayo de 20222, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que le correspondía su conocimiento, toda 
vez que se suscribe a uno de los municipios objeto de la competencia del circuito 
administrativo de Ocaña. 
 
El 30 de junio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado3. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «02RecepcionDemandaActasReparto» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «04AutoRemiteCompetencia» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «07ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 
 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado 
por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho lugar». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, y de conformidad con el certificado de extracto de intereses a las 
cesantías expedido por Fiduprevisora S.A. – Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, generado el 15 de diciembre de 2021, la parte demandante 
registra como unidad laboral actual el municipio de El Tarra,  (N.S.)4, razón por la 
cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la 
referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 
del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de 

                                                
4 Archivo PDF número «01CaratulaDemandaAnexos» del expediente digital. Folio 68 a 69. 
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los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda». 

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera instancia. 
Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía de la presente acción en $68.780.132, suma que corresponde al pago de 
sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener en 
cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por razón 
de la cuantía corresponde a este Despacho. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto la 
declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
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administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que se le 
restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través 
del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél que 
se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 
1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que la petición que originó el silencio administrativo fue dirigida 
a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió poder 
para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su condición 
de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, con tarjeta 
profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la carrera5.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 
2021, el cual se encuentra visible en el expediente6. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 

                                                
5 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
6 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital, folios 319 a 330. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, se encuentra que 
efectivamente se cumplió con dicha carga.  
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, 
modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos 
en la ley, tal como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la 
cual se admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora LIBIA OSORIO 
MENDOZA, a través de apoderada, contra la NACIÓN- MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER, 
por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 20217. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
las demandadas en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual 

                                                
7 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción». 
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comenzará a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles 
siguientes al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este 
Despacho, de conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido 
término, deberá contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse 
pruebas, llamar en garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 
CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 
presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
NOVENO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

                                                                                                                                                                                    ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00177-00 

DEMANDANTE: LUZ ARIS MANDÓN DUARTE 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER  

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora LUZ 
ARIS MANDON DUARTE, a través de apoderada, contra la NACIÓN- MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO NORTE DE 
SANTANDER.  
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 16 de febrero de 2022,  la señora Luz Aris Mandón Duarte, a través de apoderada, 
presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en contra de la 
Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de Santander, con el 
propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto configurado el 13 de 
octubre de 2021 frente a la petición radicada el 13 de julio de 2021, mediante el cual 
la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por 
la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el año 2020, según lo 
establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de la indemnización por 
el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Primero Administrativo del 
Circuito de Cúcuta1.  
 
Mediante auto del 7 de junio de 20222, el referido Juzgado remitió el proceso de la 
referencia a este Despacho, señalando que le correspondía su conocimiento, toda 
vez que se suscribe a uno de los municipios objeto de la competencia del circuito 
administrativo de Ocaña. 
 
El 8 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado3. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «02CorreoRecepcionDemandaActasReparto» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «08AutoRemiteCompetencia» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «11ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado 
por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho lugar». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, la escuela Normal Superior, ubicado en el municipio de Convención, 
(N.S.)4, razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de 
control de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo 
PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de 
los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
4 Archivo PDF número «07RespuestaOd055» del expediente digital. Folio 65 a 66. 
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda». 

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera instancia. 
Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía de la presente acción en $68.237.263, suma que corresponde al pago de 
sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener en 
cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por razón 
de la cuantía corresponde a este Despacho. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto la 
declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
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Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que se le 
restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través 
del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél que 
se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 
1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que la petición que originó el silencio administrativo fue dirigida 
a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió poder 
para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su condición 
de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, con tarjeta 
profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la carrera5.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 
2021, el cual se encuentra visible en el expediente6. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 
 

                                                
5 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
6 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital, folios 318 a 325. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, se encuentra que 
efectivamente se cumplió con dicha carga.  
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, 
modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos 
en la ley, tal como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la 
cual se admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora LUZ ARIS MANDÓN 
DUARTE, a través de apoderado, contra la NACIÓN- MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER, 
por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y del Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 20217. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
las demandadas en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual 
comenzará a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles 

                                                
7 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción». 
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siguientes al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este 
Despacho, de conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido 
término, deberá contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse 
pruebas, llamar en garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 
CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 
presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C. S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
NOVENO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

                                                                                                                                                                                    ACSV 
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Tatiana  Angarita Peñaranda
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00178-00 

DEMANDANTE: OTILIO ALEXANDER MONCADA SUESCÚN 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER  

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta el señor 
OTILIO ALEXANDER MONCADA SUESCÚN, a través de apoderada, contra la 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER.  
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 16 de febrero de 2022, el señor Otilio Alexander Moncada Suescún, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 13 de octubre de 2021 frente a la petición radicada el 13 de julio de 
2021, mediante el cual la parte demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el 
año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de 
la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Primero Administrativo del 
Circuito de Cúcuta1.  
 
Mediante auto del 7 de junio de 20222, el referido Juzgado remitió el proceso de la 
referencia a este Despacho, señalando que le correspondía su conocimiento, toda 
vez que se suscribe a uno de los municipios objeto de la competencia del circuito 
administrativo de Ocaña. 
 
El 8 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado3. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «02ACorreoRecepcionDemandayctasReparto» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «08AutoRemiteCompetencia» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «11ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado 
por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho lugar». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, el Centro Educativo Rural el Tarra, ubicado en el municipio de Ábrego, 
(N.S.)4, razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de 
control de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo 
PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de 
los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
4 Archivo PDF número «07RespuestaOd055» del expediente digital. 
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera instancia. 
Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía de la presente acción en $35.597.489, suma que corresponde al pago de 
sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener en 
cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por razón 
de la cuantía corresponde a este Despacho. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto la 
declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
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Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que se le 
restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través 
del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél que 
se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó al actor el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 
1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que la petición que originó el silencio administrativo fue dirigida 
a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió poder 
para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su condición 
de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, con tarjeta 
profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la carrera5.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, según lo señalado en 
el artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente6. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 
 

                                                
5 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
6 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital, folios 317 a 321. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, se encuentra que 
efectivamente se cumplió con dicha carga.  
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, 
modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos 
en la ley, tal como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la 
cual se admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por el señor OTILIO ALEXANDER 
MONCADA SUESCÚN, a través de apoderada, contra la NACIÓN- MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO NORTE DE 
SANTANDER, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y del Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 20217. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
las demandadas en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual 

                                                
7 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción». 
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comenzará a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles 
siguientes al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este 
Despacho, de conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido 
término, deberá contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse 
pruebas, llamar en garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 
CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 
presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
NOVENO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

 
TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  

JUEZ 
                                                                                                                                                                                    ACSV 

 

Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00179-00 

DEMANDANTE: NELIA DEL CARMEN PÉREZ PABA 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER  

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
NELIA DEL CARMEN PÉREZ PABA, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER.  
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 10 de febrero de 2022, la señora  Nelia del Carmen Pérez Paba, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 15 de octubre de 2021 frente a la petición radicada el 15 de julio de 
2021, mediante el cual la parte demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el 
año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de 
la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Primero Administrativo del 
Circuito de Cúcuta1.  
 
Mediante auto del 7 de junio de 20222, el referido Juzgado remitió el proceso de la 
referencia a este Despacho, señalando que le correspondía su conocimiento, toda 
vez que se suscribe a uno de los municipios objeto de la competencia del circuito 
administrativo de Ocaña. 
 
El 8 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado3. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «02ACorreoRecepcionDemandayctasReparto» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «08AutoRemiteCompetencia» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «11ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado 
por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho lugar». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como actual lugar de prestación de servicios de la 
demandante el IE Colegio la Salle, ubicado en el municipio de Ocaña, (N.S.)4, razón 
por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la 
referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 
del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de 
los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
4 Archivo PDF número «07RespuestaOd055» del expediente digital.  
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera instancia. 
Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía de la presente acción en $61.216.980, suma que corresponde al pago de 
sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener en 
cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por razón 
de la cuantía corresponde a este Despacho. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto la 
declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
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Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que se le 
restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través 
del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél que 
se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó al actor el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 
1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que la petición que originó el silencio administrativo fue dirigida 
a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió poder 
para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su condición 
de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, con tarjeta 
profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la carrera5.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, según lo señalado en 
el artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente6. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 
 

                                                
5 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
6 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital, folios 317 a 323. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, se encuentra que 
efectivamente se cumplió con dicha carga.  
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, 
modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos 
en la ley, tal como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la 
cual se admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora NELIA DEL CARMEN 
PÉREZ PABA, a través de apoderada, contra la NACIÓN- MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER, 
por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y del Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 20217. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
las demandadas en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual 

                                                
7 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción». 
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comenzará a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles 
siguientes al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este 
Despacho, de conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido 
término, deberá contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse 
pruebas, llamar en garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 
CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 
presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
NOVENO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

 
TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  

JUEZ 
                                                                                                                                                                                    ACSV 

 

 

Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda

Juez

mailto:notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com
mailto:j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00180-00 

DEMANDANTE: OLGA CECILIA LEÓN BAYONA 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER  

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
OLGA CECILIA LEÓN BAYONA a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER.  
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 10 de febrero de 2022, la señora  Olga Cecilia León Bayona, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 15 de octubre de 2021 frente a la petición radicada el 15 de julio de 
2021, mediante el cual la parte demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el 
año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de 
la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Primero Administrativo del 
Circuito de Cúcuta1.  
 
Mediante auto del 7 de junio de 20222, el referido Juzgado remitió el proceso de la 
referencia a este Despacho, señalando que le correspondía su conocimiento, toda 
vez que se suscribe a uno de los municipios objeto de la competencia del circuito 
administrativo de Ocaña. 
 
El 8 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado3. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «02ACorreoRecepcionDemandayctasReparto» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «08AutoRemiteCompetencia» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «11ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado 
por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho lugar». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como actual lugar de prestación de servicios de la 
demandante el IE Colegio la Salle, ubicado en el municipio de Ocaña, (N.S.)4, razón 
por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la 
referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 
del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de 
los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
4 Archivo PDF número «07RespuestaOd055» del expediente digital.  
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera instancia. 
Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía de la presente acción en $61.216.980, suma que corresponde al pago de 
sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener en 
cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por razón 
de la cuantía corresponde a este Despacho. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto la 
declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
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Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que se le 
restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través 
del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél que 
se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 
1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que la petición que originó el silencio administrativo fue dirigida 
a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió poder 
para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su condición 
de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, con tarjeta 
profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la carrera5.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, según lo señalado en 
el artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente6. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 
 

                                                
5 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
6 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital, folios 317 a 323. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, se encuentra que 
efectivamente se cumplió con dicha carga.  
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, 
modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos 
en la ley, tal como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la 
cual se admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora OLGA CECILIA LEÓN 
BAYONA, a través de apoderada, contra la NACIÓN- MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG y el DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER, 
por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y del Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 20217. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
las demandadas en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual 

                                                
7 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción». 
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comenzará a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles 
siguientes al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este 
Despacho, de conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido 
término, deberá contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse 
pruebas, llamar en garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 
CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 
presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
NOVENO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

                                                                                                                                                                                    ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 
  Ocaña, veintidós (22) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL:  Cumplimiento de normas con fuerza material de ley   
o de actos administrativos 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00265-00 

DEMANDANTE: JONATHAN ALSINA CAÑIZARES 

DEMANDADO: UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN-UNP- 

ASUNTO: AUTO SE DECLARA FALTA DE COMPETENCIA- 
REMITE POR COMPETENCIA 

 

Sería del caso estudiar la admisión de la presente demanda en ejercicio del medio 
de control de Cumplimiento de Normas con Fuerza Material de Ley o de Actos 
Administrativos, presentada por el señor JONATHAN ALSINA CAÑIZARES, en 
contra de la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN-UNP-, si no se observara que 
este Juzgado carece de competencia funcional para conocer del asunto, por los 
argumentos que se expondrán a continuación. 
 

I. ANTECEDENTES 
 
El actor presenta el medio de control de Cumplimiento de Normas con Fuerza 
Material de Ley o de Actos Administrativos, conforme con lo previsto en la Ley 393 
de 1997 y en el artículo 146 del CPACA, en contra de la UNIDAD NACIONAL DE 
PROTECCIÓN-UNP, por cuanto pretende que esta entidad dé cumplimiento a la 
Resolución No 00004170 de 2022 «Mediante la  cual  se  adoptan 
Recomendaciones  de  Medidas–CERREM,  del  Programa  de  Prevención  y  
Protección  de derechos  a  la  Vida,  la  Libertad,  la  Integridad,  y  la  Seguridad  
de  personas,  grupos  y comunidades». 
  

II. CONSIDERACIONES 
 
Se tiene que conforme con lo establecido en el artículo 152 del CPACA, modificada 
por el artículo 28 de la Ley 2080 de 2021, corresponde conocer a los Tribunales 
Administrativos en primera instancia los siguientes asuntos: 
 

«14. De los relativos a la protección de derechos e intereses colectivos y de 
cumplimiento, contra las autoridades del orden nacional o las personas privadas 
que dentro de ese mismo ámbito desempeñen funciones administrativas». (Negrillas 
propias) 

 
A su turno, el artículo 155 numeral 10 de la Ley 1437 de 20111 modificado por el 
artículo 30 de la Ley 2080 de 2021, estableció que los Juzgados Administrativos en 
primera instancia, serán competentes para tramitar las demandas de los siguientes 
asuntos:  
 

«10. De los relativos a la protección de derechos e intereses colectivos y de 
cumplimiento, contra las autoridades de los niveles departamental, distrital, 
municipal o local o las personas privadas que dentro de esos mismos ámbitos 
desempeñen funciones administrativas.» (Negrillas propias) 

                                                
1 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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Ahora bien, se destaca que el medio de control objeto de análisis fue presentado en 
contra de la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN-UNP, siendo esta una Unidad 
Administrativa Especial del orden nacional, con personería jurídica, autonomía 
administrativa y financiera y patrimonio propio; organismo nacional de seguridad, 
adscrito al Ministerio del Interior2.  
 
Así las cosas, y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 152 del CPACA, se 
considera que, debido a la naturaleza jurídica de la demandada, esto es, que es un 
organismo del orden nacional, el presente asunto se escapa del conocimiento de 
este Despacho y se enmarca en la competencia funcional asignada a los Tribunales 
Administrativos.  
 
Adicionalmente, se destaca que la competencia por factor territorial corresponde a 
este Distrito Judicial Administrativo, teniendo en cuenta el domicilio del accionante3, 
en atención a la regla del numeral 10 del artículo 156 del CPACA4, modificado por 
el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021.  
 
Por consiguiente, se declarará la falta de competencia de este Juzgado para 
conocer del asunto y, en consecuencia, se remitirá por competencia el expediente 
al H. Tribunal Administrativo de Norte de Santander, conforme lo establece el 
artículo 168 del CPACA.   
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO. DECLARAR LA FALTA DE COMPETENCIA de este Despacho para 
conocer del presente medio de control incoado por el señor JONATHAN ALSINA 
CAÑIZARES, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de este 
proveído.  
 
Para efectos de comunicación del actor, dispóngase el correo electrónico: 
alsica21@hotmail.com ; de la entidad accionada: correspondencia@unp.gov.co  
 
SEGUNDO: REMITIR este expediente de forma digital al Honorable Tribunal 
Administrativo de Norte de Santander, para lo de su competencia.  
 
TERCERO: Por Secretaría dejar las constancias respectivas, y dar cumplimiento a 
la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 
JUEZ 

VARJ 

 
 
                                                
2 Decreto 4065 de 2011, “Por el cual se crea la unidad nacional de protección (UNP), se establecen su objetivo y estructura”. 
Artículo 1°. Creación y Naturaleza Jurídica de la Unidad Nacional de Protección, (UNP). Créase la Unidad Administrativa 
Especial del orden nacional, denominada Unidad Nacional de Protección (UNP), con personería jurídica, autonomía 
administrativa y financiera y patrimonio propio, adscrita al Ministerio del Interior, hará parte del Sector Administrativo del 
Interior y tendrá el carácter de organismo nacional de seguridad. 
3 Documento PDF «01DemandaAnexos»; pág. 1 del expediente digital.   
4 ARTÍCULO 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se 
observarán las siguientes reglas: 10.  En los relativos al medio de control de cumplimiento de normas con fuerza material de 
ley o de actos administrativos, se determinará por el domicilio del accionante. 

mailto:alsica21@hotmail.com
mailto:correspondencia@unp.gov.co
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